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Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial
[bookmark: _Hlk133478393]		Observaciones finales sobre los informes periódicos
25º y 26º combinados de la Federación de Rusia[footnoteRef:1]* [1: 	*	Aprobadas por el Comité en su 109º período de sesiones (11 a 28 de abril de 2023).] 

1.	El Comité examinó los informes periódicos 25º y 26º combinados de la Federación de Rusia[footnoteRef:2], presentados en un solo documento, en sus sesiones 2959ª y 2960ª[footnoteRef:3], celebradas los días 12 y 13 de abril de 2023. En su 2975ª sesión, celebrada el 25 de abril de 2023, aprobó las presentes observaciones finales. [2: 		CERD/C/RUS/25-26. ]  [3: 		Véanse CERD/C/SR.2959 y CERD/C/SR.2960. ] 

	A.	Introducción
2.	El Comité acoge con beneplácito la presentación de los informes periódicos 25º y 26º combinados del Estado parte, el diálogo mantenido con la delegación del Estado parte y la información facilitada durante el diálogo y después de él. Sin embargo, lamenta la negativa de la delegación a debatir las cuestiones en relación con el conflicto armado y la situación en Crimea y en la ciudad de Sebastopol, y a responder a las preguntas formuladas por el Comité a ese respecto, lo que le impidió desempeñar plenamente las funciones que le competen con arreglo al artículo 9 de la Convención. El Comité hace hincapié en que la plena participación de los Estados partes en el diálogo interactivo con los órganos creados en virtud de tratados de derechos humanos[footnoteRef:4] es un componente clave del proceso de examen de los informes periódicos, que ofrece una oportunidad única para que el Comité y el Estado parte mantengan debates constructivos y exhaustivos que permitan al Comité evaluar los progresos realizados e indicar al Estado parte los ámbitos en que es necesario redoblar los esfuerzos. [4: 		Véase la resolución 68/268 de la Asamblea General.] 

	B.	Aspectos positivos
3.	El Comité acoge con beneplácito las siguientes medidas legislativas y en materia de políticas adoptadas por el Estado parte:
	a)	La aprobación de la Ley núm. 22-FZ, de 24 de febrero de 2021, por la que se prevé la expedición de documentos de identidad temporales a los apátridas;
	b)	La aprobación de la Resolución núm. 16 del Gobierno, de 19 de enero de 2019, por la que se amplían las prestaciones sociales a las familias ampliadas de los integrantes de los Pueblos Indígenas;
	c)	La adopción del Plan Integral de Actividades para el Desarrollo Socioeconómico y Etnocultural de los Romaníes en la Federación de Rusia, el 31 de enero de 2018, y su modificación, en 2019.
	C.	Motivos de preocupación y recomendaciones 
		Aplicación de la Convención en el contexto de los conflictos armados
[bookmark: _Hlk132556402]4.	A la luz del conflicto armado en curso en Ucrania, iniciado por el Estado parte el 24 de febrero de 2022, el Comité recuerda que, en situaciones de conflicto armado y hostilidades, la aplicabilidad del derecho internacional humanitario no excluye la aplicación del derecho internacional de los derechos humanos, incluida la Convención, que funciona de forma independiente. Reiterando el principio de integridad territorial de todos los Estados Miembros de las Naciones Unidas, garantizado por la Carta de las Naciones Unidas y las resoluciones de la Asamblea General 68/262 y ES-11/4 sobre la integridad territorial de Ucrania, el Comité recuerda que las obligaciones que incumben al Estado parte en virtud de la Convención se aplican no solo en el territorio del Estado parte, sino también en todos los demás territorios sobre los que este ejerce un control efectivo. Lamentando la negativa de la delegación a facilitar, durante el diálogo, cualquier información relativa al conflicto armado en curso, el Comité está preocupado por lo siguiente: 
	a)	Las denuncias de graves abusos y violaciones de los derechos humanos cometidos durante el conflicto armado en curso por las fuerzas militares de la Federación de Rusia y empresas militares privadas contra miembros de grupos protegidos por la Convención, en particular personas de etnia ucraniana, entre los que figuran casos y prácticas de uso excesivo de la fuerza, homicidios, ejecuciones extrajudiciales y sumarias, desapariciones forzadas, torturas, violaciones y otros actos de violencia sexual, detenciones arbitrarias, desplazamientos masivos de población imputables al Estado parte y el traslado forzoso o la deportación a la Federación de Rusia de habitantes, en particular niños, procedentes de zonas en las que el Estado parte ejerce un control efectivo; 
	b)	La incitación al odio racial y la propagación de estereotipos racistas contra personas de etnia ucraniana, en particular en los canales de radio y televisión públicos, en Internet y en los medios sociales y por parte de figuras públicas y funcionarios del Gobierno, además de la falta de información sobre investigaciones, enjuiciamientos, condenas y sanciones respecto de esos actos;
	c)	La información que da cuenta de la movilización y el alistamiento forzosos, tanto en el territorio del Estado parte como en otros territorios que se encuentran bajo su control efectivo, que afectan de manera desproporcionada a las personas pertenecientes a minorías étnicas y Pueblos Indígenas; 
	d)	La falta de investigaciones sobre presuntas violaciones de la Convención cometidas durante otros conflictos armados en los que ha participado el Estado parte; 
	e)	La falta de información sobre las medidas adoptadas para ofrecer reparación y apoyo a las presuntas víctimas de violaciones y abusos cometidos en el conflicto armado en curso en Ucrania y en otros conflictos armados en que participa el Estado parte (arts. 2, 4 y 6).
5.	El Comité recomienda al Estado parte que: 
[bookmark: _Hlk132562816]	a)	Investigue de manera efectiva, exhaustiva e imparcial las denuncias de abusos y violaciones de los derechos humanos cometidos durante el conflicto armado en curso en Ucrania y otros conflictos armados en que el Estado parte participa o ha participado, en particular contra personas de etnia ucraniana, y enjuicie y castigue a los autores de esas violaciones con penas acordes a los delitos;
	b)	Adopte medidas para prestar asistencia médica, psicológica, material y de otra índole a las víctimas, así como una reparación adecuada, que incluya medidas de restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición;
	c)	Adopte medidas para vigilar y combatir el discurso de odio racista y la incitación al odio racial y la discriminación racial, además de su promoción, también en los canales de radio y televisión públicos, en Internet, en los medios sociales y por parte de funcionarios del Estado y personalidades públicas, incluidos políticos y líderes religiosos, contra personas de etnia ucraniana, y garantice que esos incidentes se investiguen de forma efectiva, exhaustiva e imparcial y que se enjuicie y castigue a los autores con penas acordes a los delitos; 
	d)	Ponga fin a la práctica de la movilización y el alistamiento forzosos, tanto en el territorio del Estado parte como en otros territorios bajo su control efectivo, en la medida en que afecta de manera desproporcionada a los miembros de los grupos étnicos minoritarios y de los Pueblos Indígenas. 
		Datos estadísticos 
6.	El Comité toma nota de los datos estadísticos sobre la composición demográfica de la población facilitados por la delegación durante el diálogo, en los que figuran los resultados del censo nacional de población realizado en 2021. No obstante, el Comité está preocupado por la falta de información sobre la situación socioeconómica de los grupos étnicos minoritarios, incluidos los romaníes, de los Pueblos Indígenas y de los no ciudadanos, como los migrantes, los refugiados, los solicitantes de asilo y los apátridas, lo que limita la capacidad del Comité para evaluar adecuadamente la situación de esos grupos, incluida su situación socioeconómica, y cualquier progreso alcanzado gracias a la aplicación de políticas y programas específicos (arts. 1 y 5).
7.	Recordando sus directrices para la presentación de informes en virtud de la Convención[footnoteRef:5], el Comité recomienda al Estado parte que elabore estadísticas desglosadas sobre la situación socioeconómica de los diferentes grupos étnicos, incluidos los romaníes, de los Pueblos Indígenas y de los no ciudadanos, como los refugiados, los solicitantes de asilo, los migrantes y los apátridas, y sobre su acceso a la educación, el empleo, la atención sanitaria y la vivienda, así como sobre su representación en la vida pública y política, si procede, con miras a crear una base empírica que permita evaluar la igualdad en el disfrute de los derechos consagrados en la Convención.  [5: 		CERD/C/2007/1, párrs. 10 a 12.] 

		La Convención en el ordenamiento jurídico interno
8.	Si bien observa que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 15 de la Constitución del Estado parte, los tratados internacionales ratificados forman parte del ordenamiento jurídico interno y prevalecen sobre la legislación nacional, el Comité lamenta la falta de información sobre los casos en que las disposiciones de la Convención hayan sido invocadas ante los tribunales nacionales o aplicadas por estos (art. 2).
9.	Recordando sus anteriores observaciones finales[footnoteRef:6], el Comité recomienda al Estado parte que lleve a cabo programas de formación y campañas de concienciación dirigidos en particular a los jueces, los fiscales, los abogados y los agentes del orden, con miras a velar por que las disposiciones de la Convención se invoquen ante los tribunales nacionales y sean aplicadas por estos, cuando proceda. Pide al Estado parte que, en su próximo informe periódico, incluya ejemplos concretos de la aplicación de la Convención por los tribunales nacionales.  [6: 		CERD/C/RUS/CO/23-24, párr. 6. ] 

		Prohibición de la discriminación racial 
10.	El Comité toma nota de la información facilitada sobre las disposiciones en las que se incluye el principio de no discriminación en el marco jurídico nacional del Estado parte, por ejemplo, en la Constitución, el Código de la Vivienda, el Código de Procedimiento Penal, el Código Penal, el Código Civil y la Ley de Educación. No obstante, al Comité le preocupa lo siguiente: 
	a)	El hecho de que el “color” y el “origen étnico” no figuren como motivos de discriminación prohibidos en el marco jurídico sobre la no discriminación, en particular en el artículo 19 de la Constitución, el artículo 136 del Código Penal y el artículo 5.62 del Código de Infracciones Administrativas;
	b)	La ausencia de medidas encaminadas a elaborar y aprobar una legislación integral de lucha contra la discriminación en la que se establezca una definición explícita de discriminación racial que incluya todos los motivos enumerados en el artículo 1 de la Convención y prohíba las formas directas, indirectas e interseccionales de discriminación en las esferas pública y privada (arts. 1, 2 y 5).
11.	Reiterando sus recomendaciones anteriores[footnoteRef:7], el Comité recomienda al Estado parte que:  [7: 		CERD/C/RUS/CO/23-24, párr. 10, y CERD/C/RUS/CO/20-22, párr. 7.] 

	a)	Revise su legislación, en particular las disposiciones de la Constitución, del Código Penal y del Código de Infracciones Administrativas, con miras a armonizarlas con la Convención; 
	b)	Elabore y apruebe una legislación integral de lucha contra la discriminación en la que se establezca una definición clara de discriminación racial y se contemplen las formas directas, indirectas e interseccionales de discriminación, tanto en la esfera pública como en la privada, de conformidad con el artículo 1 de la Convención.
		Denuncias de discriminación racial
[bookmark: _Hlk137811878]12.	El Comité toma nota de la información facilitada por el Estado parte sobre las condenas dictadas entre 2017 y 2022 en aplicación de las disposiciones del Código Penal y del Código de Infracciones Administrativas por actos de discriminación racial. No obstante, le preocupa la falta de datos estadísticos detallados y desglosados sobre las denuncias de discriminación racial presentadas ante los tribunales nacionales y otras instituciones pertinentes, así como sobre las investigaciones efectuadas, los procedimientos incoados, las condenas dictadas y las sanciones impuestas en relación con los casos de discriminación, en particular por motivos de raza u origen étnico (art. 6). 
13.	Reiterando su recomendación anterior[footnoteRef:8] y recordando su recomendación general núm. 31 (2005), sobre la prevención de la discriminación racial en la administración y el funcionamiento de la justicia penal, el Comité recomienda al Estado parte que:  [8: 		CERD/C/RUS/CO/23-24, párr. 14.] 

	a)	Recopile información y estadísticas detalladas sobre el número y el tipo de denuncias de discriminación racial recibidas, el número de investigaciones realizadas, procedimientos incoados y condenas dictadas, y las indemnizaciones concedidas a las víctimas, desglosadas por edad, sexo y origen étnico y nacional de las víctimas, y las incluya en su próximo informe periódico; 
	b)	Lleve a cabo programas de capacitación sobre la detección y el registro de incidentes de discriminación racial destinados a los agentes de policía, fiscales y otros funcionarios encargados de hacer cumplir la ley;
	c)	Realice campañas de educación pública sobre los derechos consagrados en la Convención y la presentación de denuncias de discriminación racial, dirigidas especialmente a las comunidades romaníes, los Pueblos Indígenas, los apátridas y los trabajadores migrantes. 
		Discurso y delitos de odio racista
14.	El Comité toma nota de la información facilitada sobre el marco jurídico nacional de lucha contra la incitación al odio racial, en particular el artículo 282 del Código Penal, y de que los motivos racistas se consideran una circunstancia agravante de determinados delitos. Sin embargo, preocupan al Comité: 
	a)	La propagación de los delitos de odio y del discurso de odio racista y la difusión de estereotipos negativos contra las comunidades romaníes y otras minorías étnicas, los Pueblos Indígenas y los migrantes, en particular los procedentes de Asia Central y el Cáucaso, también en los canales de radio y televisión públicos, en la prensa escrita, en Internet y en los medios sociales, así como la falta de información sobre los canales seguros de denuncia a disposición de las víctimas;
	b)	La falta de información detallada sobre las denuncias o los casos de delitos de odio y discurso de odio registrados en el Estado parte, los enjuiciamientos realizados, las condenas dictadas y las sanciones impuestas a los autores, de conformidad con el artículo 4 de la Convención y por los motivos de discriminación contemplados en el artículo 1 de la Convención;
	c)	El uso del discurso de odio racista por políticos, como parlamentarios, y figuras públicas, incluidos líderes religiosos, a nivel federal y local, así como la falta de información sobre investigaciones, enjuiciamientos y condenas por discurso de odio de figuras públicas y políticos (art. 4). 
15.	Recordando sus recomendaciones generales núm. 7 (1985), relativa a la aplicación del artículo 4 de la Convención, núm. 15 (1993), relativa al artículo 4 de la Convención, y núm. 35 (2013), relativa a la lucha contra el discurso de odio racista, el Comité recomienda al Estado parte que:
	a)	Elabore un sistema de presentación de denuncias por incidentes de delitos y discurso de odio, vele por que ese sistema sea accesible y esté disponible para las personas vulnerables a los delitos y el discurso de odio racista, como los miembros de las comunidades romaníes y otras minorías étnicas, los Pueblos Indígenas, los migrantes y los afrodescendientes, y adopte medidas efectivas, entre ellas campañas de sensibilización, para alentar la denuncia del discurso y los delitos de odio racista; 
	b)	Redoble sus esfuerzos para combatir la propagación del discurso de odio racista en los medios de comunicación, en Internet y en los medios sociales, en estrecha cooperación con los medios de difusión, los proveedores de servicios de Internet y las plataformas de los medios sociales, así como con los integrantes de los grupos vulnerables al discurso de odio racista;
	c)	Condene con firmeza cualquier forma de discurso de odio y se desmarque del discurso de odio racista expresado por políticos y figuras públicas, incluidos parlamentarios y líderes religiosos, y vele por que tales actos se investiguen y se castiguen adecuadamente;
	d)	Evalúe y refuerce su sistema de recopilación de datos sobre las denuncias de discurso de odio racista y de delitos cometidos por motivos raciales, sobre los enjuiciamientos y sobre las condenas y las sanciones impuestas en relación con esos actos de conformidad con el artículo 4 de la Convención, e incluya las estadísticas pertinentes en su próximo informe periódico. 
		Violencia policial por motivos raciales y perfilamiento racial 
16.	El Comité toma nota de la información facilitada por la delegación sobre la capacitación impartida a los agentes del orden, así como del mecanismo interno de vigilancia de la discriminación racial, dependiente del Ministerio del Interior. No obstante, al Comité le preocupa lo siguiente: 
[bookmark: _Hlk132369978]	a)	La información sobre la persistencia de la violencia policial por motivos raciales y de la práctica del perfilamiento racial por los agentes del orden contra miembros de grupos vulnerables a la discriminación racial, principalmente los romaníes, los migrantes, en particular los procedentes de Asia Central y el Cáucaso, los afrodescendientes y quienes sufren formas interseccionales de discriminación, como las mujeres y las personas LGBTQI+; 
	b)	El hecho de que en la legislación sobre el mantenimiento del orden no se prohíba claramente el perfilamiento racial, así como la falta de información detallada sobre las medidas adoptadas para combatir el perfilamiento racial y la violencia policial por motivos raciales; 
	c)	La falta de información sobre el mandato y las actividades del mecanismo interno de vigilancia de la discriminación racial, dependiente del Ministerio del Interior, sobre la disponibilidad y accesibilidad de canales de denuncia seguros e independientes para las víctimas del perfilamiento racial y de la violencia policial por motivos raciales, y sobre las investigaciones realizadas, los procedimientos incoados, las condenas dictadas y las sanciones impuestas, así como sobre las reparaciones concedidas a las víctimas (art. 4).
17.	Recordando su recomendación general núm. 36 (2020), relativa a la prevención y la lucha contra la elaboración de perfiles raciales por los agentes del orden, el Comité recomienda al Estado parte que: 
	a)	Elabore y apruebe leyes y otros instrumentos normativos por los que se prohíba explícitamente a los agentes del orden recurrir al perfilamiento racial y a la violencia por motivos raciales, con la participación efectiva y significativa de representantes de los grupos vulnerables a la discriminación racial, especialmente los romaníes, los migrantes, en particular los procedentes de Asia Central y el Cáucaso, los afrodescendientes y quienes sufren formas interseccionales de discriminación, como las mujeres y las personas LGBTQI+; 
	b)	Establezca un órgano de vigilancia independiente que esté facultado para recibir denuncias de perfilamiento racial y de violencia policial por motivos raciales, que disponga de canales de denuncia seguros y accesibles para las víctimas, para investigar de manera exhaustiva e imparcial todas las denuncias de perfilamiento racial y de violencia policial por motivos raciales, garantizando que las víctimas dispongan de recursos efectivos; 
	c)	Recopile datos estadísticos sobre las denuncias de perfilamiento racial y de violencia policial por motivos raciales, sobre las investigaciones realizadas, los procedimientos incoados, las condenas dictadas y las sanciones impuestas, así como sobre las reparaciones concedidas a las víctimas, y los incluya en su próximo informe periódico. 
		Espacio cívico
18.	El Comité sigue preocupado por el hecho de que en el Estado parte se utilicen algunas leyes, en particular la Ley Federal núm. 129-FZ de Actividades Indeseables de Organizaciones No Gubernamentales Extranjeras e Internacionales, de 20 de mayo de 2015, y la Ley Federal núm. 121-FZ de Agentes Extranjeros, de 20 de julio de 2012, y sus modificaciones, para silenciar arbitrariamente a los defensores de los derechos humanos y a las organizaciones de la sociedad civil, en particular a los que trabajan en favor de los derechos de los miembros de las comunidades romaníes y otras minorías étnicas, los Pueblos Indígenas, los migrantes y los apátridas. El Comité está especialmente preocupado por las recientes modificaciones de la Ley de Agentes Extranjeros, por las que se permite catalogar a las organizaciones de la sociedad civil, los activistas y los defensores de los derechos humanos bajo conceptos amplios y vagos, se imponen requisitos indebidos de inscripción y presentación de informes, se confieren al Gobierno amplios poderes de supervisión sobre las actividades de dichas organizaciones y se restringe el acceso de estas a la financiación. Preocupan también al Comité el escaso número de organizaciones de la sociedad civil que operan y están inscritas en el Estado parte y el número inusualmente bajo de comunicaciones presentadas por organizaciones de la sociedad civil en el contexto del examen del informe del Estado parte, lo cual puede atribuirse al cierre de muchas organizaciones nacionales debido al restrictivo marco jurídico. Asimismo, preocupan al Comité la información que indica que los defensores de los derechos humanos, los miembros de las organizaciones de la sociedad civil, los activistas, los abogados y los periodistas son, con cada vez mayor frecuencia, objeto de intimidación, vigilancia, acoso, amenazas y represalias, a causa de su labor. Además, al Comité le preocupa la falta de información sobre las investigaciones de las denuncias de represalias y acoso contra dos defensores de los derechos humanos en noviembre de 2017, tras su participación en el examen del informe del Estado parte ante el Comité (art. 5). 
19.	El Comité recomienda al Estado parte que revise su marco legislativo, en particular la Ley de Agentes Extranjeros y la Ley de Actividades Indeseables de Organizaciones No Gubernamentales Extranjeras e Internacionales, con el fin de garantizar un espacio abierto en el que puedan operar sin temor a represalias las organizaciones de la sociedad civil y los defensores de los derechos humanos, incluidos los que trabajan en favor de los derechos de los romaníes y otras minorías étnicas, los Pueblos Indígenas y los no ciudadanos. Asimismo, recomienda al Estado parte que investigue de manera efectiva, exhaustiva e imparcial todas las denuncias de intimidación, acoso, amenazas y represalias contra los defensores de los derechos humanos, los periodistas, los abogados, los activistas y los miembros de las organizaciones de la sociedad civil.
20.	Al Comité le preocupa que la definición demasiado general e imprecisa de “actividad extremista” que figura en el marco legislativo de lucha contra el extremismo, en particular en la Ley Federal núm. 114-FZ de Lucha contra las Actividades Extremistas, de 25 de julio de 2002, y en las disposiciones del Código Penal, incluidos los artículos 280, 282.1 y 282. 2, no solo ponga en grave peligro el ejercicio legítimo de los derechos a la libertad de expresión y de asociación, sino que también permita una aplicación selectiva de la legislación contra las operaciones y actividades de las organizaciones de la sociedad civil, los periodistas y los defensores de los derechos humanos, en particular los que trabajan en favor de los derechos de los romaníes y otras minorías étnicas, los Pueblos Indígenas, los migrantes y los apátridas. Al Comité también le preocupa la información de que la Duma Estatal está examinando un proyecto de ley por el que se modifican las disposiciones de la Ley Federal núm. 62-FZ de Ciudadanía, de 31 de mayo de 2002, para que las autoridades puedan revocar la ciudadanía por presunta implicación en “actividades extremistas”, tal como se entienden en la Ley de Lucha contra las Actividades Extremistas y en los artículos 280, 282.1 y 282.2 del Código Penal; esas disposiciones podrían utilizarse como medio de represalia contra los defensores de los derechos humanos, los periodistas y los miembros de las organizaciones de la sociedad civil (art. 5). 
21.	Recordando sus anteriores observaciones finales[footnoteRef:9], el Comité recomienda al Estado parte que revise la Ley de Lucha contra las Actividades Extremistas y los artículos 280, 282.1 y 282.2 del Código Penal con miras a establecer una definición precisa de “actividad extremista” que esté en consonancia con el artículo 4 de la Convención. Asimismo, recomienda al Estado parte que vele por que el marco legislativo de lucha contra el extremismo no se utilice para intimidar, acosar, detener, encarcelar o enjuiciar a periodistas, defensores de los derechos humanos o representantes y empleados de organizaciones de la sociedad civil, incluidos los que trabajan en favor de los derechos de los romaníes y otras minorías étnicas, los Pueblos Indígenas y los no ciudadanos, por ejercer sus derechos a la libertad de opinión y de expresión y a la libertad de asociación. Recomienda además al Estado parte que, al estudiar las modificaciones de la Ley de Ciudadanía, adopte un enfoque basado en los derechos humanos y se abstenga de recurrir a la revocación de la ciudadanía como medida represiva o de represalia contra los defensores de los derechos humanos, los miembros de organizaciones de la sociedad civil, los activistas, los abogados y los periodistas, por la labor que llevan a cabo.  [9: 		CERD/C/RUS/CO/23-24, párr. 12.] 

		Derechos reconocidos por la Convención a los residentes de Crimea y la ciudad
de Sebastopol, ocupadas temporalmente por la Federación de Rusia
22.	Si bien toma nota de la posición del Estado parte de que el Comité no puede examinar cuestiones actualmente pendientes ante la Corte Internacional de Justicia, el Comité hace hincapié en que, en su fallo de 8 de noviembre de 2019 sobre las excepciones preliminares en la causa relativa a la Aplicación del Convenio Internacional para la Represión de la Financiación del Terrorismo y de la Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial (Ucrania c. la Federación de Rusia), la Corte Internacional de Justicia se limitó a examinar la cuestión de la competencia de la Corte y no abordó ni se pronunció sobre las competencias del Comité. El Comité observa además que la norma por la que se prohíbe la duplicación de procedimientos relativos al examen de un mismo asunto (litispendencia) se aplica únicamente al examen de las comunicaciones individuales y no al examen de los informes de los Estados partes, de conformidad con las disposiciones de la Convención, en particular el artículo 9, las disposiciones pertinentes del reglamento del Comité y la práctica general bien establecida de otros órganos de tratados de las Naciones Unidas. 
[bookmark: _Hlk132899441]23.	Lamentando la negativa de la delegación a facilitar información durante el diálogo y reiterando su posición sobre el estatuto jurídico de Crimea en virtud del derecho internacional y la importancia fundamental del principio de integridad territorial de todos los Estados Miembros de las Naciones Unidas, el Comité está profundamente preocupado por:
	a)	Las denuncias de numerosas y graves violaciones de los derechos humanos cometidas contra miembros de los grupos étnicos minoritarios y de los Pueblos Indígenas en Crimea, en particular secuestros, desapariciones forzadas, detenciones arbitrarias, malos tratos y traslados forzosos o deportaciones de habitantes de esos territorios a la Federación de Rusia, así como la falta de información sobre las medidas adoptadas para investigar esas denuncias y proporcionar a las víctimas reparación y apoyo; 
	b)	Las denuncias de que se han destruido y dañado bienes del patrimonio cultural de los tártaros de Crimea, incluidas lápidas, monumentos y santuarios, así como la falta de información sobre las investigaciones llevadas a cabo en relación con esas denuncias y sobre otras medidas que se hayan adoptado para prevenir esos actos vandálicos;
	c)	La información que da cuenta de obstáculos al uso y al estudio de los idiomas ucraniano y tártaro de Crimea; 
	d)	Las presuntas restricciones impuestas a las instituciones representativas y a los derechos políticos de los tártaros de Crimea, como la disolución del Mejlis y el enjuiciamiento y la persecución de sus miembros; 
	e)	Las denuncias de que los defensores de los derechos humanos, los activistas, los abogados y los periodistas son, con cada vez mayor frecuencia, objeto de acusaciones y enjuiciamientos por motivos políticos, intimidación, vigilancia, acoso, amenazas, represalias y asesinatos, a causa de su labor; 
	f)	La información sobre la movilización y el alistamiento forzosos de tártaros de Crimea y miembros de los Pueblos Indígenas en el conflicto armado en curso en Ucrania (arts. 2 y 5). 
24.	Recordando sus anteriores observaciones finales[footnoteRef:10], el Comité recomienda al Estado parte que:  [10: 		CERD/C/RUS/CO/23-24, párr. 20.] 

	a)	Investigue de manera efectiva, exhaustiva e imparcial las denuncias de violaciones de los derechos humanos cometidas contra integrantes de los grupos étnicos minoritarios y los Pueblos Indígenas de Crimea, enjuicie a los autores y castigue debidamente a los condenados;
	b)	Investigue de manera efectiva las denuncias de que se han destruido y dañado bienes del patrimonio cultural de los tártaros de Crimea y tome medidas para prevenir tales actos; 
	c)	Adopte y aplique medidas para que se pueda acceder a la educación en las lenguas maternas de los grupos étnicos y los Pueblos Indígenas de Crimea en todos los niveles de la enseñanza; 
	d)	Adopte medidas para garantizar y respetar el ejercicio de los derechos políticos de los tártaros de Crimea y el funcionamiento de sus instituciones representativas, en particular mediante el restablecimiento del Mejlis; 
	e)	Investigue de manera efectiva, exhaustiva e imparcial todas las denuncias de detención y enjuiciamiento arbitrarios, intimidación y acoso, así como de amenazas y represalias, de que hayan sido objeto los líderes comunitarios, los defensores de los derechos humanos, los activistas, los abogados y los periodistas, y adopte y aplique medidas que les permitan desempeñar su labor con eficacia y sin temor a represalias; 
	f)	Ponga fin a la práctica de la movilización y el alistamiento forzosos de los tártaros de Crimea y de los miembros de los Pueblos Indígenas de Crimea en el conflicto armado en curso contra Ucrania.
		Romaníes 
[bookmark: _Hlk132388822]25.	El Comité toma nota de la información facilitada por la delegación sobre la aplicación del Plan Integral de Actividades para el Desarrollo Socioeconómico y Etnocultural de los Romaníes en la Federación de Rusia. No obstante, le preocupa que los miembros de las comunidades romaníes sigan sufriendo exclusión social y se vean afectados de forma desproporcionada por la pobreza, así como que los estereotipos negativos, los prejuicios y la intolerancia contra los romaníes sigan estando generalizados. Al Comité le preocupan, en particular: 
	a)	La falta de información sobre la participación de los miembros de las comunidades romaníes, incluidas las mujeres, en la elaboración, la aplicación y la evaluación del Plan Integral de Actividades;
	b)	La información sobre la tasa de abandono escolar desproporcionadamente alta entre los niños romaníes, sobre todo en la educación secundaria, así como la falta de información sobre el apoyo prestado a los niños y las familias romaníes que tienen dificultades para desenvolverse en el sistema educativo, de conformidad con el artículo 42 de la Ley de Educación; 
	c)	Las denuncias de que en algunas escuelas no se admite a los niños romaníes y que persiste la segregación de los niños romaníes en la educación; 
	d)	La información que indica que las comunidades romaníes viven en asentamientos informales en los que el acceso a los servicios básicos es limitado y las autoridades o compañías locales realizan continuos cortes de gas y electricidad, que las comunidades romaníes gozan de un bajo nivel de seguridad de la tenencia y que continúan llevándose a cabo demoliciones de viviendas y desalojos forzosos, sin ofrecer viviendas alternativas ni indemnizaciones a las personas y familias romaníes afectadas (art. 5).
26.	Recordando su recomendación general núm. 27 (2000), relativa a la discriminación de los romaníes, el Comité recomienda al Estado parte que: 
	a)	Establezca un mecanismo de consulta con las comunidades romaníes, incluidos los niños y las mujeres, para garantizar su participación efectiva y significativa en la elaboración, la aplicación y la evaluación del Plan Integral de Actividades para el Desarrollo Socioeconómico y Etnocultural de los Romaníes en la Federación de Rusia y otras políticas; 
	b)	Por conducto de sus organismos, entre otras instituciones, y con miras a combatir los estereotipos y prejuicios contra los romaníes, realice un seguimiento con base empírica de los progresos realizados en el disfrute de los derechos humanos por los romaníes y facilite información al respecto, y adopte medidas para combatir la discriminación estructural y desalentar la estigmatización de las comunidades romaníes y los estereotipos sobre ellas; 
	c)	Intensifique sus esfuerzos para combatir la discriminación de los romaníes en todos los ámbitos de la vida, para garantizar que los romaníes víctimas de discriminación tengan acceso a recursos efectivos, para impartir capacitación sobre cuestiones relacionadas con los romaníes a los agentes del orden, los funcionarios judiciales y los periodistas, y para realizar campañas de sensibilización destinadas a promover la identidad y la cultura romaníes;
	d)	Redoble sus esfuerzos para garantizar a los niños romaníes el acceso a una educación de calidad e inclusiva, con miras a aumentar las tasas de matriculación y combatir el abandono escolar, entre otras cosas reforzando el sistema de apoyo a los niños y las familias romaníes de conformidad con el artículo 42 de la Ley de Educación y llevando a cabo campañas de sensibilización sobre la importancia de la educación dirigidas a los niños y jóvenes romaníes y a sus familias; 
	e)	Ponga fin a la segregación escolar de hecho e investigue los casos de denegación de la admisión de los niños romaníes en las escuelas; 
	f)	Ponga fin a los desalojos forzosos de los romaníes y a la demolición de sus casas, entre otras cosas garantizando a las comunidades romaníes la seguridad de la tenencia y regularizando los asentamientos informales y, cuando las demoliciones o los desalojos forzosos sean inevitables, garantice que las familias y las personas afectadas reciban una alternativa habitacional adecuada y una indemnización. Asimismo, el Comité recomienda al Estado parte que adopte medidas efectivas para asegurar que en los asentamientos romaníes se disponga de acceso a los servicios básicos y que las autoridades locales no adopten medidas represivas contra los romaníes, como cortes en el suministro de gas y electricidad. 
		Incidentes de violencia interétnica 
27.	Preocupa al Comité la información sobre casos de conflictos interétnicos violentos que han afectado a miembros de las comunidades romaníes asentadas en el Estado parte, en particular los incidentes ocurridos en Chemodanovka, provincia de Penza, en junio de 2019, y en Ust-Abakán, Jakasia, en mayo de 2019, en los que cientos de romaníes huyeron de sus asentamientos debido a las amenazas e intimidaciones, sus casas fueron vandalizadas y muchos hombres romaníes fueron detenidos arbitrariamente y sometidos a malos tratos durante su privación de libertad. Si bien toma nota de la información facilitada por la delegación, el Comité lamenta que no se hayan investigado los actos de violencia contra las comunidades romaníes y los ataques contra sus propiedades (arts. 5 y 6).
28.	El Comité recomienda al Estado parte que adopte y aplique medidas para asegurar que las fuerzas del orden respondan a los enfrentamientos interétnicos de manera efectiva, objetiva y proporcionada y garantizar la protección de los miembros de las comunidades romaníes y de sus propiedades. También le recomienda que investigue todas las denuncias de violaciones y abusos perpetrados contra las comunidades romaníes, de manera independiente, efectiva y exhaustiva, y que proporcione reparación y apoyo a las víctimas tras esos conflictos. El Estado parte debería asimismo adoptar medidas que fomenten la tolerancia y el entendimiento mutuo entre las comunidades romaníes y no romaníes y refuercen la confianza de las comunidades romaníes en las instituciones oficiales mediante la promoción activa de su inclusión y participación. 
		Pueblos Indígenas 
29.	El Comité toma nota de la aprobación de la Resolución núm. 16, de 19 de enero de 2019, por la que se aumentan las prestaciones sociales a las familias ampliadas de los integrantes de los Pueblos Indígenas. No obstante, al Comité le preocupa lo siguiente: 
	a)	Que solo 47 de los aproximadamente 190 grupos de Pueblos Indígenas estén reconocidos oficialmente como tales debido a la definición restrictiva de Pueblos Indígenas contenida en el marco jurídico, que establece un número máximo de 50.000 individuos, por encima del cual los grupos que se autoidentifican como indígenas no son clasificados como tales, lo que les impide disfrutar de la protección jurídica de sus tierras, recursos y medios de subsistencia; 
	b)	Que el Estado parte no haya establecido ningún territorio de explotación tradicional de los recursos dotado de estatuto federal desde la aprobación de la Ley Federal núm. 49-FZ de Territorios de Explotación Tradicional de los Recursos Naturales por los Pueblos Indígenas Minoritarios del Norte, Siberia y el Extremo Oriente de la Federación de Rusia, de 7 de mayo de 2001, lo que está limitando la protección de los Pueblos Indígenas en lo que respecta a sus derechos territoriales y sobre la tierra; 
	c)	Que la legislación federal y los marcos de políticas sobre el consentimiento libre, previo e informado de los Pueblos Indígenas resulten insuficientes y que se haya informado de deficiencias de los procesos de consulta con los Pueblos Indígenas sobre la elaboración de leyes y otras medidas que afectan a sus derechos, sobre la concesión de permisos para la ejecución de proyectos económicos y de explotación en sus tierras y antes de la expropiación de sus tierras; 
[bookmark: _Hlk132537405]	d)	Los daños irreparables causados por los proyectos de explotación económica, industrial y de recursos naturales, incluidos los proyectos mineros, en particular los vinculados con la contaminación y el cambio climático, y las repercusiones que todo ello tiene en el derecho de los Pueblos Indígenas a hacer uso y disfrutar de las tierras y los recursos naturales que tradicionalmente han poseído y, por consiguiente, en sus derechos a la alimentación y a un medio ambiente limpio, saludable y sostenible; 
	e)	Las denuncias de que la pesca indígena está sometida a una burocracia excesiva y a una reglamentación restrictiva, y de que se prioriza y facilita la pesca comercial;
	f)	El índice presuntamente elevado de suicidios y conductas autolesivas entre los jóvenes indígenas (art. 5).
30.	Recordando sus anteriores observaciones finales[footnoteRef:11], la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas y su recomendación general núm. 23 (1997), relativa a los derechos de los pueblos indígenas, el Comité recomienda al Estado parte que:  [11: 		CERD/C/RUS/CO/23-24, párr. 24.] 

	a)	Revise su marco legislativo para modificar la definición de Pueblo Indígena suprimiendo el requisito de que, para que se lo reconozca oficialmente como tal, un Pueblo Indígena no tenga que superar el número máximo de integrantes establecido, y ofrezca una protección jurídica plena y efectiva de los derechos culturales, territoriales y políticos de todos los Pueblos Indígenas; 
	b)	Adopte medidas legislativas y operacionales a nivel regional y federal para garantizar que se consulte de manera significativa y efectiva a los Pueblos Indígenas sobre cualquier proyecto y medida legislativa o administrativa que pueda afectar a sus tierras, territorios y recursos, con vistas a obtener su consentimiento libre, previo e informado; 
	c)	Establezca territorios de explotación tradicional de los recursos dotados de estatuto federal, de conformidad con la Ley de Territorios de Explotación Tradicional de los Recursos Naturales por los Pueblos Indígenas Minoritarios del Norte, Siberia y el Extremo Oriente;
	d)	Lleve a cabo evaluaciones oportunas y sistemáticas del impacto ambiental y del impacto en los derechos humanos, así como consultas efectivas y significativas con los Pueblos Indígenas, antes de autorizar cualquier proyecto de explotación económica, industrial o de recursos naturales que pueda afectar a sus tierras, territorios y recursos, y realice un seguimiento constante de esos proyectos una vez autorizados;
	e)	Adopte medidas para prevenir, mitigar y reparar los efectos de los proyectos de explotación económica, industrial y de recursos naturales, así como de la contaminación y el cambio climático, en las tierras, territorios y recursos de los Pueblos Indígenas, con miras a proteger sus costumbres y estilos de vida tradicionales y el derecho a un medio ambiente limpio, saludable y sostenible; 
	f)	Revise los marcos jurídicos y de políticas sobre la pesca, con el objetivo de facilitar el acceso de los Pueblos Indígenas y derogar cualquier restricción discriminatoria a la pesca indígena; 
	g)	Adopte medidas para aumentar la disponibilidad y la accesibilidad de servicios de salud mental de calidad para los Pueblos Indígenas, abordar las causas fundamentales del elevado índice de suicidios y proporcionar a las personas y los grupos en riesgo de suicidio programas de prevención y servicios de apoyo eficaces.
		Trabajadores migrantes
31.	Si bien toma nota de la información facilitada por la delegación sobre la situación de los trabajadores migrantes y las inspecciones laborales que se han llevado a cabo, el Comité sigue preocupado por el hecho de que estos trabajadores, en particular los procedentes de Asia Central y el Cáucaso, sigan enfrentándose a condiciones de trabajo penosas, abusos y explotación y sean objeto de discriminación en el empleo. Asimismo, preocupan al Comité los obstáculos que encuentran los trabajadores migrantes víctimas de discriminación racial, en particular los migrantes en situación irregular, para acceder a la justicia y a las vías de recurso (arts. 5 y 6). 
32.	El Comité recomienda al Estado parte que redoble sus esfuerzos para combatir los abusos y la explotación que sufren los trabajadores migrantes, entre otras cosas evaluando y revisando el marco laboral aplicable a esos trabajadores para reducir su vulnerabilidad a la explotación y los abusos, por ejemplo, aumentando las inspecciones e investigando los casos de explotación y castigando a los responsables. Asimismo, le recomienda que adopte medidas que aseguren el acceso a la justicia de los trabajadores migrantes, independientemente de su condición, entre otras cosas prestándoles asistencia jurídica gratuita, así como que lleve a cabo campañas de sensibilización entre los trabajadores migrantes sobre sus derechos y las vías de recurso a su disposición.
[bookmark: _Hlk133334718]		Apátridas y migrantes indocumentados o en situación irregular 
33.	El Comité toma nota de la información facilitada por la delegación sobre la aprobación de la Ley núm. 22-FZ, de 24 de febrero de 2021, por la que se modifican las disposiciones de la Ley de la Condición Jurídica de los Extranjeros en la Federación de Rusia y otras leyes relativas a la condición jurídica de los apátridas, con el fin de que las autoridades puedan regularizar y simplificar la situación de los apátridas concediéndoles un documento de identidad temporal con una validez de diez años, entre otras medidas. No obstante, al Comité le preocupa lo siguiente:
	a)	Las presuntas demoras indebidas en la tramitación y regularización de la situación de los apátridas y en la expedición de documentos de identidad temporales; 
	b)	La información de que los apátridas a los que se han concedido documentos de identidad temporales siguen encontrando obstáculos para inscribir sus matrimonios y acceder a la educación y a los servicios sanitarios; 
	c)	Que los apátridas y los migrantes indocumentados o en situación irregular puedan ser detenidos arbitrariamente en virtud de procedimientos administrativos durante un período máximo de dos años sin que se revise judicialmente su privación de libertad y sin que tengan acceso a asistencia letrada (arts. 5 y 6). 
34.	Recordando sus anteriores observaciones finales[footnoteRef:12] y su recomendación general núm. 30 (2004), sobre la discriminación contra los no ciudadanos, el Comité recomienda al Estado parte que:  [12: 		CERD/C/RUS/CO/23-24, párr. 30.] 

	a)	Agilice el registro de las personas indocumentadas y de los apátridas y el proceso de expedición de documentos de identidad temporales; 
	b)	Adopte medidas, incluidas medidas legislativas, para asegurar que los apátridas que dispongan de documentos de identidad temporales puedan acceder a la educación, el empleo, la atención sanitaria y la inscripción de su matrimonio; 
	c)	Revise su marco jurídico y de políticas con miras a poner fin a la detención arbitraria de apátridas y migrantes indocumentados o en situación irregular con arreglo al procedimiento administrativo, y garantice la prestación de asistencia jurídica y vías de recurso a las víctimas. 
		Educación en materia de derechos humanos para luchar contra los
prejuicios y la intolerancia 
35.	El Comité toma nota de la información facilitada sobre las actividades llevadas a cabo por el Organismo Federal de Asuntos Étnicos y el Organismo Federal de Asuntos de la Juventud para promover el entendimiento y la tolerancia entre los grupos nacionales y étnicos. No obstante, el Comité lamenta que, durante el diálogo, la delegación no haya facilitado información que le hubiera permitido evaluar el impacto de esas actividades y de otras medidas destinadas a promover la educación en derechos humanos, en particular en materia de discriminación racial, en todos los planes de estudios escolares, los programas universitarios y los cursos de formación para docentes. El Comité está especialmente preocupado por la falta de información sobre las medidas adoptadas para que se enseñe la historia sin recurrir a una narrativa histórica dominante ni a la jerarquización étnica, así como sobre la realización de campañas de sensibilización dirigidas a la población en general, a los agentes del orden y a las autoridades judiciales sobre la importancia de la diversidad cultural, la tolerancia y el entendimiento interétnico (art. 7).
36.	Recordando sus anteriores observaciones finales[footnoteRef:13], el Comité recomienda al Estado parte que adopte medidas para asegurar que se enseñe la historia sin recurrir a una narrativa histórica dominante ni a la jerarquización étnica, teniendo en cuenta la naturaleza multiétnica, multicultural y religiosamente diversa de la población del Estado parte, así como sus diferentes experiencias históricas. Asimismo, le recomienda que lleve a cabo campañas de concienciación pública con resultados mensurables, dirigidas a la población en general, los funcionarios, los agentes del orden y las autoridades judiciales, sobre la importancia de la diversidad étnica y cultural, la tolerancia y el entendimiento interétnico. [13: 		CERD/C/RUS/CO/23-24, párr. 32.] 

	D.	Otras recomendaciones
		Ratificación de otros tratados 
37.	Teniendo presente la indivisibilidad de todos los derechos humanos, el Comité alienta al Estado parte a que considere la posibilidad de ratificar los tratados internacionales de derechos humanos que todavía no haya ratificado, en particular aquellos cuyas disposiciones guarden una relación directa con las comunidades que puedan ser objeto de discriminación racial, como la Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de Sus Familiares, la Convención Internacional para la Protección de Todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas, así como el Convenio sobre las Trabajadoras y los Trabajadores Domésticos, 2011 (núm. 189) y el Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales, 1989 (núm. 169) de la Organización Internacional del Trabajo. El Comité alienta al Estado parte a que se adhiera a la Convención sobre el Estatuto de los Apátridas y la Convención para Reducir los Casos de Apatridia. 
		Enmienda al artículo 8 de la Convención
38.	El Comité recomienda al Estado parte que ratifique la enmienda al artículo 8, párrafo 6, de la Convención aprobada el 15 de enero de 1992 en la 14ª reunión de los Estados partes en la Convención y refrendada por la Asamblea General en su resolución 47/111. 
		Seguimiento de la Declaración y el Programa de Acción de Durban
39.	A la luz de su recomendación general núm. 33 (2009), relativa al seguimiento de la Conferencia de Examen de Durban, el Comité recomienda al Estado parte que, cuando aplique la Convención en su ordenamiento jurídico interno, haga efectivos la Declaración y el Programa de Acción de Durban, aprobados en septiembre de 2001 por la Conferencia Mundial contra el Racismo, la Discriminación Racial, la Xenofobia y las Formas Conexas de Intolerancia, teniendo en cuenta el documento final de la Conferencia de Examen de Durban, celebrada en Ginebra en abril de 2009. El Comité solicita al Estado parte que en su próximo informe periódico incluya información específica sobre los planes de acción y demás medidas adoptadas para aplicar la Declaración y el Programa de Acción de Durban en el plano nacional. 
		Decenio Internacional de los Afrodescendientes 
40.	A la luz de la resolución 68/237 de la Asamblea General, en la que la Asamblea proclamó 2015-2024 Decenio Internacional de los Afrodescendientes, y la resolución 69/16 de la Asamblea sobre el programa de actividades del Decenio, el Comité recomienda al Estado parte que prepare y aplique un programa adecuado de medidas y políticas. El Comité solicita al Estado parte que incluya en su próximo informe información precisa sobre las medidas concretas adoptadas en ese marco, teniendo en cuenta su recomendación general núm. 34 (2011), relativa a la discriminación racial contra afrodescendientes. 
		Consultas con la sociedad civil
41.	El Comité recomienda al Estado parte que celebre consultas efectivas y amplíe su diálogo con las organizaciones de la sociedad civil que se dedican a la protección de los derechos humanos, en particular las que se dedican a la lucha contra la discriminación racial y las organizaciones que representan a los grupos más expuestos a la discriminación racial, en relación con la preparación del próximo informe periódico y el seguimiento de las presentes observaciones finales.
		Difusión de información
42.	El Comité recomienda que los informes del Estado parte se pongan a disposición y al alcance del público en el momento de su presentación y que las observaciones finales del Comité con respecto a esos informes se pongan a disposición también de todos los órganos del Estado encargados de la aplicación de la Convención, en los idiomas oficiales y otros idiomas de uso común, según proceda.
		Documento básico común
43.	El Comité alienta al Estado parte a que presente una versión actualizada de su documento básico común, que data de 2017, de conformidad con las directrices armonizadas para la presentación de informes en virtud de los tratados internacionales de derechos humanos, en particular las orientaciones relativas a la preparación de un documento básico común, aprobadas por la quinta reunión de los comités que son órganos creados en virtud de tratados de derechos humanos, celebrada en junio de 2006[footnoteRef:14]. A la luz de la resolución 68/268 de la Asamblea General, el Comité insta al Estado parte a que respete el límite de 42.400 palabras para estos documentos. [14: 		HRI/GEN/2/Rev.6, cap. I.] 

		Seguimiento de las presentes observaciones finales
44.	De conformidad con el artículo 9, párrafo 1, de la Convención y el artículo 65 de su reglamento, el Comité solicita al Estado parte que facilite, dentro del plazo de un año a partir de la aprobación de las presentes observaciones finales, información sobre su aplicación de las recomendaciones que figuran en los párrafos 5 a) y c) (aplicación de la Convención en el contexto de los conflictos armados), 24 a) y d) (derechos reconocidos por la Convención a los residentes de Crimea y la ciudad de Sebastopol, ocupadas temporalmente por la Federación de Rusia) y 34 a) y b) (apátridas y migrantes indocumentados o en situación irregular).
		Párrafos de particular importancia
45.	El Comité desea señalar a la atención del Estado parte la particular importancia de las recomendaciones que figuran en los párrafos 15 (discurso y delitos de odio racista), 17 (violencia policial por motivos raciales y perfilamiento racial) y 21 (espacio cívico) y le solicita que en su próximo informe periódico facilite información detallada sobre las medidas concretas que haya adoptado para aplicarlas.
		Preparación del próximo informe periódico
46.	El Comité recomienda al Estado parte que presente sus informes periódicos 27º a 29º combinados, en un solo documento, a más tardar el 6 de marzo de 2026, teniendo en cuenta las directrices relativas a la presentación de informes aprobadas por el Comité en su 71er período de sesiones[footnoteRef:15] y que en dicho documento se aborden todas las cuestiones planteadas en las presentes observaciones finales. A la luz de la resolución 68/268 de la Asamblea General, el Comité insta al Estado parte a que respete el límite de 21.200 palabras establecido para los informes periódicos. [15: 		CERD/C/2007/1.] 
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